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VALOR AGREGADO. LA ENAJENACIÓN DE ACEITE DE GALLINA, GRASA, HARINA DE PLUMA Y 

SANGRE, HARINA DE CARNE Y HUESO, HARINA DE CARNE Y GRASA ANIMAL O SEBO, DE DIVERSOS 

TIPOS DE ANIMALES DE GRANJA, QUE SON EMPLEADOS COMO COMPONENTES PARA LA 

ELABORACIÓN DE ALIMENTO PARA GANADO, DEBE GRAVARSE CONFORME A LA TASA GENERAL 

DEL 16%. 

La evolución legislativa del artículo 2o.-A, fracción I, inciso b), de la Ley del Impuesto al Valor 

Agregado, que establece la tasa preferencial del 0% a la enajenación de "productos destinados a la 

alimentación", conduce a estimar que tal disposición debe entenderse referida exclusivamente a la 

alimentación humana y no a la de animales, pues de la exposición de motivos correspondiente 

puede advertirse que lo pretendido por el legislador fue coadyuvar con el sistema alimentario 

mexicano, así como proteger y mejorar el nivel de vida de las clases sociales menos favorecidas y, 

en general, reducir el impacto de los precios entre el gran público consumidor. En esas condiciones, 

los productos identificados como aceite de gallina, grasa, harina de pluma y sangre, harina de carne 

y hueso, harina de carne y grasa animal o sebo, de diversos tipos de animales de granja, que son 

empleados como componentes para la elaboración de alimento para ganado, al no estar destinados 

a la alimentación humana, como lo exige la normatividad aplicable, por tratarse sólo de insumos o 

materias primas para fabricar alimentos para animales, si bien pudieran llegar a ser consumidos de 

manera directa sin que ello represente algún riesgo para la salud de quienes los ingieren, es 

incuestionable que esa sola posibilidad no permite considerarlos como destinados en forma 

exclusiva a la alimentación humana, debido a que no se trata de productos de consumo popular, 

común o generalizado entre la población, sino de meros componentes para elaborar alimento para 

ganado. Por ello, la enajenación de ese tipo de productos debe considerarse excluida de la aplicación 

de la tasa del 0% prevista en el referido numeral y, en consecuencia, deberá gravarse conforme a la 

tasa general del 16%.  

PLENO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

Contradicción de tesis 12/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Primero, Sexto 

y Séptimo, todos en Materia Administrativa del Tercer Circuito, así como el sustentado por el Sexto 

Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Morelia, 

Michoacán. 23 de septiembre de 2019. La votación se dividió en dos partes: Unanimidad de siete 

votos por la existencia de la contradicción de tesis, de los Magistrados Jesús de Ávila Huerta, Claudia 

Mavel Curiel López, Filemón Haro Solís, José Manuel Mojica Hernández y Jorge Héctor Cortés Ortiz, 

así como los Magistrados Roberto Charcas León y Silvia Rocío Pérez Alvarado, quienes formularon 

voto concurrente. En cuanto al fondo, mayoría de cuatro votos de los Magistrados Claudia Mavel 

Curiel López, Filemón Haro Solís, José Manuel Mojica Hernández y Roberto Charcas León, quien 



formuló voto concurrente. Disidentes: Jesús de Ávila Huerta, Jorge Héctor Cortés Ortiz y Silvia Rocío 

Pérez Alvarado. Ponente: Claudia Mavel Curiel López. Secretario: Bolívar López Flores.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al 

resolver la revisión fiscal 108/2018, el sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 

Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo directo 302/2017, el sustentado por el 

Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver la revisión 

fiscal 130/2018, y el diverso sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro 

Auxiliar de la Tercera Región, con residencia en Morelia, Michoacán, al resolver el amparo directo 

683/2016 (cuaderno auxiliar 279/2017). 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de 2020, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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TRABAJADORAS DE CONFIANZA AL SERVICIO DEL ESTADO DESPEDIDAS CON MOTIVO DE SU 

EMBARAZO. FORMA DE DISTRIBUIR LA CARGA DE LA PRUEBA PARA ACREDITAR LA 

DISCRIMINACIÓN POR RAZÓN DE GÉNERO. 

Conforme al método de juzgar con perspectiva de género, debe estimarse que cuando se separa del 

cargo a una trabajadora de confianza al servicio del Estado que se encuentre embarazada, la carga 

de la prueba para acreditar la discriminación directa por razón de género se distribuye, en un primer 

momento, de dos formas: 1. La trabajadora debe acreditar, por lo menos, la sospecha racional de 

discriminación, ya sea por indicios o por presunción –principio de prueba–. 2. La demandada –luego 

de la existencia del principio de prueba– debe acreditar que no ocurrió la discriminación o las 

razones por las que no se actualiza. Por tanto, en aquellos procedimientos en los que las alegaciones 

de la parte actora se fundamenten en actuaciones discriminatorias por razón de género, como haber 

sido separada del cargo por estar embarazada, corresponderá al demandado probar la ausencia de 

discriminación en las medidas adoptadas y su proporcionalidad. Esto es así, porque está de por 

medio el reclamo de una violación a un derecho humano protegido en el artículo 1o., párrafo quinto, 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; por ello, el principio de la carga de la 

prueba respecto de que "quien afirma está obligado a probar", debe ponderarse de otra manera, 

pues en un caso de discriminación, para la aplicación efectiva del principio de igualdad de trato, la 



carga de la prueba debe recaer en la parte demandada, cuando se aporten indicios de la existencia 

de dicha discriminación.  

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

Amparo directo 18/2019. 30 de mayo de 2019. Mayoría de votos, con el voto particular del 

Magistrado Héctor Arturo Mercado López respecto del apartado II del considerando sexto y por 

unanimidad en cuanto al considerando séptimo, con el voto concurrente del Magistrado Juan 

Manuel Vega Tapia. Ponente: Armando I. Maitret Hernández. Secretario: Gersain Lima Martínez. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación.  
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SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. ES IMPROCEDENTE CONTRA EL 

DECRETO POR EL QUE SE REFORMAN, ADICIONAN Y DEROGAN, ENTRE OTRAS, DIVERSAS 

DISPOSICIONES DE LA LEY FEDERAL DEL TRABAJO, PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA 

FEDERACIÓN EL 1 DE MAYO DE 2019, PUES CON ELLO SE IMPEDIRÍA QUE LOS TRABAJADORES 

PARTICIPEN DIRECTAMENTE EN LA CREACIÓN Y REVISIÓN DE LOS CONTRATOS COLECTIVOS DE 

TRABAJO, SIN QUE ELLO IMPLIQUE ATENTAR CONTRA LA INMUNIDAD O FUERO DE LOS 

SINDICATOS Y SUS DIRIGENTES. 

 

La reforma, entre otros, de los artículos 123, apartado A, fracciones XVIII, XX y XXII Bis, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como el decreto de reformas, entre otras 

normas, a la Ley Federal del Trabajo, publicados en el Diario Oficial de la Federación el 24 de febrero 

de 2017 y 1 de mayo de 2019, respectivamente, en específico los artículos 371, fracción IX; 110, 

fracción VI; 364, 245 Bis, 360, 369, 371 Bis, 373, 390 Ter, 399 Ter, 400 Bis, 590 D, 897 F, 923, 927, 

fracción V; décimo primero, vigésimo segundo, vigésimo tercero y vigésimo séptimo transitorios, de 

la ley referida prevén, entre otros supuestos: I) la obligación de los sindicatos para que el 

procedimiento de elección de su directiva sea mediante voto directo, personal, libre y secreto; II) 

que el registro de éstos puede cancelarse cuando sus integrantes o dirigentes extorsionen a los 

patrones; III) que las elecciones para elegir directivas sindicales estarán sujetas a un sistema de 

verificación a cargo del Centro Federal de Conciliación y Registro Sindical o de la Secretaría del 

Trabajo y Previsión Social; IV) que la directiva de los sindicatos deberá rendir, al menos cada seis 

meses, cuenta completa y detallada de la administración de su patrimonio sindical, en la que se 



incluirá la situación de ingresos por cuota sindical y otros bienes, así como su destino; V) que para 

el registro de un contrato colectivo inicial o convenio de revisión, el Centro Federal de Conciliación 

y Registro Laboral, verificará que su contenido sea aprobado por la mayoría de los trabajadores 

agremiados; y, VI) que cada dos años, los contratos serán revisados y sometidos a aprobación por 

la mayoría de los trabajadores. Ante ello, es improcedente conceder la suspensión provisional 

solicitada por un sindicato, pues la reforma aludida pretende proteger a la clase trabajadora frente 

al ejercicio indebido de la libertad sindical por parte de sus dirigentes, a través de su participación 

directa en la creación o modificación de los contratos colectivos de trabajo, ingreso, destino y uso 

de las cuotas sindicales, ya que sólo así los trabajadores podrán conocer si su sindicato está 

realmente protegiendo sus derechos, según lo prevén la propia Constitución Federal, la Ley Federal 

del Trabajo y, entre otros, el "Convenio Número 87, sobre la libertad sindical y la protección del 

derecho de sindicación", de la Organización Internacional del Trabajo; sin que esa negativa implique 

atentar contra la "inmunidad" o "fuero" de los sindicatos y sus dirigentes, pues la naturaleza de 

estas organizaciones es proteger y mejorar los derechos laborales, así como la calidad de vida de 

sus agremiados y, por ello, es inaceptable que las ventajas que tienen de contar con el apoyo de la 

masa de trabajadores a la que representan, la utilicen para tratar de restringir la libertad sindical 

que la reforma aludida promueve, esto es, empoderar a los trabajadores frente a los patrones y los 

propios sindicatos, a fin de evitar prácticas añejas como las consistentes en que éstos, sin la 

intervención o consulta de los trabajadores agremiados, pactaban directamente con los patrones 

las condiciones de trabajo, siendo que la reforma busca que el pacto sea sobre la base de lo que sus 

agremiados determinen, a través de los mecanismos de participación directa mencionados.  

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

Queja 494/2019. Sindicato de Trabajadores Mecánicos, Técnicos y en lo General de la Industria 

Maquiladora de Exportación del Estado de Chihuahua, C.T.M. 9 de octubre de 2019. Unanimidad de 

votos. Ponente: Juan Manuel Vega Tapia. Secretario: Juan Carlos García Campos. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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SUSPENSIÓN DEFINITIVA EN EL JUICIO DE AMPARO. ES IMPROCEDENTE CONCEDERLA CONTRA LA 

APLICACIÓN Y EFECTOS DEL ARTÍCULO 25, FRACCIÓN VI, INCISOS A) Y B), DE LA LEY DE INGRESOS 

DE LA FEDERACIÓN PARA EL EJERCICIO FISCAL DE 2019. 



Cuando en el juicio de amparo se reclama la inconstitucionalidad del precepto antes citado, no 

procede otorgar la suspensión definitiva contra la aplicación y efectos producidos por esa norma 

porque ello se traduce en un perjuicio al interés social y la contravención a normas de orden público, 

ya que se privaría a la colectividad de los recursos económicos para la satisfacción de las necesidades 

comunes, pues el efecto de esa medida se traduciría en permitir al quejoso compensar 

indistintamente los saldos a su favor, sin que la autoridad fiscal pueda pronunciarse sobre la 

procedencia de los saldos objeto de la compensación (dado que basta la presentación del aviso 

respectivo), lo que actualiza la afectación al interés social y la contravención a disposiciones de 

orden público a que se refiere la fracción III del artículo 129 de la Ley de Amparo. Además, el 

eventual perjuicio que puede resentir el contribuyente con la negativa de la suspensión resulta de 

menor entidad frente a la afectación causada a la colectividad en el supuesto de otorgarse la medida 

porque, de negársele sólo sufre una afectación temporal que puede ser reparada.  

SEGUNDA SALA 

Contradicción de tesis 309/2019. Entre las sustentadas por los Tribunales Colegiados Segundo en 

Materia Administrativa del Segundo Circuito y Primero en Materia Administrativa del Primer 

Circuito. 6 de noviembre de 2019. Mayoría de tres votos de los Ministros José Fernando Franco 

González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Disidente: Alberto Pérez Dayán. 

Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo Circuito, al 

resolver el incidente de suspensión (revisión) 137/2019 y el diverso sustentado por el Primer 

Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, al resolver el incidente de 

suspensión (revisión) 146/2019.  

Tesis de jurisprudencia 165/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 

sesión privada del veintiuno de noviembre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de 2020, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE 

GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL ESTABLECER UNA REDUCCIÓN EN SU 

PAGO A LOS PREDIOS RÚSTICOS DESTINADOS A FINES AGROPECUARIOS O LOS QUE TENGAN USO 

HABITACIONAL POR PARTE DE SUS PROPIETARIOS, NO VIOLA EL PRINCIPIO DE EQUIDAD 

TRIBUTARIA. 

El beneficio establecido en el precepto citado, consistente en aplicar un factor de 0.5 sobre el monto 

total del impuesto predial a pagar, esto es, una reducción del 50%, tiene justificación por sí mismo, 

ya que los propietarios de predios rústicos que los destinen a fines agropecuarios o les den uso 

habitacional en su beneficio, no se ubican en la misma situación que los demás causantes de la 

contribución mencionada pues, por una parte, el destino de dichos inmuebles refleja razones 

sociales o económicas que los diferencian del resto de los contribuyentes, advirtiéndose así 

inherente la finalidad del legislador de incentivar las actividades primarias como la agropecuaria y, 

por otra, los propietarios de predios rústicos y urbanos tienen características distintas. Por tanto, la 

porción normativa señalada no viola el principio de equidad tributaria, previsto en el artículo 31, 

fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 318/2019. Beck Inmuebles, S.A. de C.V. 18 de septiembre de 2019. Unanimidad 

de votos. Ponente: Jesús de Ávila Huerta. Secretario: Bernardo Olmos Avilés.  

Amparo en revisión 289/2019. Inmuebles Marco Polo, S.A. de C.V. 18 de septiembre de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretario: Francisco Javier Elizarrarás 

Monroy.  

Amparo en revisión 323/2019. María Teresa Beckmann González. 30 de septiembre de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretaria: Eunice Sayuri Shibya Soto.  

Amparo en revisión 333/2019. José Luis Baruquí Michel. 15 de octubre de 2019. Unanimidad de 

votos. Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Mauricio Fernando Villaseñor Sandoval.  

Amparo en revisión 322/2019. Eduardo Martínez González. 6 de noviembre de 2019. Unanimidad 

de votos. Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Ricardo Manuel Gómez Núñez. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de 2020, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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IMPUESTO PREDIAL. EL ARTÍCULO 22, FRACCIÓN I, DE LA LEY DE INGRESOS DEL MUNICIPIO DE 

GUADALAJARA, JALISCO, PARA EL EJERCICIO FISCAL 2019, AL CONTENER UNA TABLA PARA SU 

CÁLCULO QUE PERMITE QUE AL AUMENTAR EN UNA UNIDAD EL LÍMITE SUPERIOR DE UN RANGO, 

LOS CONTRIBUYENTES QUEDEN COMPRENDIDOS EN EL SIGUIENTE, NO VIOLA LOS PRINCIPIOS 

TRIBUTARIOS DE PROPORCIONALIDAD Y EQUIDAD. 

El precepto citado contiene una tabla para calcular el impuesto predial, basada en una estructura 

de rangos denominados límite inferior y límite superior, una cuota fija y una tasa marginal para 

aplicarse sobre el excedente del límite inferior, en relación con el valor fiscal del inmueble de que 

se trate. En estas condiciones, el hecho de que al aumentar en una unidad el límite superior de un 

rango, los contribuyentes queden comprendidos en el siguiente, no eleva de forma desproporcional 

o inequitativa el monto de la contribución a enterar, porque la tabla no determina una tarifa 

progresiva con base únicamente en la diferencia de un número, sino que señala una cuota fija a 

aplicar, en relación con la cantidad inmersa entre el límite inferior y el superior, además de una tasa 

marginal para cada rango, lo cual no da lugar a un incremento desmesurado, pues la tasa marginal 

no se aplica al hecho imponible en su totalidad, sino sólo a la porción que exceda del límite inferior 

de cada rango, a la cual se adicionará una cuota fija que gradúa el incremento entre rangos. Por 

tanto, la porción normativa mencionada no viola los principios tributarios de proporcionalidad y 

equidad, previstos en el artículo 31, fracción IV, de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos Constitución.  

PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL TERCER CIRCUITO. 

Amparo en revisión 261/2019. Cepa Internacional de Jalisco, S.A. de C.V. 18 de septiembre de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretario: Francisco Javier Elizarrarás 

Monroy.  

Amparo en revisión 282/2019. Delia Fabiola González Jiménez y otra. 8 de octubre de 2019. 

Unanimidad de votos. Ponente: René Olvera Gamboa. Secretario: Mauricio Fernando Villaseñor 

Sandoval.  

Amparo en revisión 311/2019. Adolfo Tovar Macías. 8 de octubre de 2019. Unanimidad de votos. 

Ponente: Jesús de Ávila Huerta. Secretaria: Jacqueline Molina González.  

Amparo en revisión 293/2019. Adriana Tovar Macías y otro. 15 de octubre de 2019. Unanimidad de 

votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretario: Francisco Javier Elizarrarás Monroy.  

 



Amparo en revisión 314/2019. Alimentos Rápidos de Occidente, S. de R.L. de C.V. 15 de octubre de 

2019. Unanimidad de votos. Ponente: Gloria Avecia Solano. Secretario: José Carlos Flores Santana. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de 2020, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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CRÉDITOS PREFERENTES. SE CONSIDERAN ASÍ LOS PAGOS DE VACACIONES Y PRIMA DE 

ANTIGÜEDAD EN FAVOR DE LOS TRABAJADORES, EN TÉRMINOS DE LOS ARTÍCULOS 123, 

APARTADO A, FRACCIÓN XXIII, DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL Y 113 DE LA LEY FEDERAL DEL 

TRABAJO. 

En la jurisprudencia de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 2a./J. 76/99, se 

sostuvo que en relación con lo dispuesto en los artículos 123, apartado A, fracción XXIII, de la Carta 

Magna y 113 de la Ley Federal del Trabajo, la expresión "salarios devengados" comprende no sólo 

aquellos que deben ser pagados al trabajador como retribución por las labores desempeñadas, sino 

también los que tenga derecho a percibir por otros títulos, como es el caso de los salarios caídos o 

vencidos correspondientes al último año, sin que la limitación en el plazo de un año implique que 

no se deban pagar los salarios devengados por un lapso mayor, sino sólo que se tiene derecho 

preferente por los que correspondan a ese último año. En ese sentido, conforme a la interpretación 

de la Segunda Sala y en atención a los parámetros establecidos en el ámbito internacional –Convenio 

173 sobre la Protección de los Créditos Laborales en caso de Insolvencia del Empleador–, se 

concluye que el crédito laboral preferente no se debe limitar a los salarios que deben ser pagados 

al trabajador por la retribución de las labores desempeñadas, sino también debe comprender 

aquellas prestaciones que tenga derecho a percibir por razón de su trabajo, servicio u otros títulos, 

pues debe tenerse en cuenta la finalidad que con dicha protección se le pretende otorgar frente a 

otros acreedores, pues atiende a la preservación del único medio de subsistencia con que cuenta 

para afrontar sus necesidades económicas inmediatas con motivo, precisamente, de la terminación 

de la relación laboral por causas ajenas a su voluntad y de las que fue favorecido por laudo firme. 

De ahí que los "salarios devengados" en términos amplios comprenden las prerrogativas laborales 

que establece la ley aplicable y que se ajustan a la definición de salario prevista en el artículo 84 de 

la Ley Federal del Trabajo y, por tanto, los salarios no son sólo los pagos hechos al trabajador como 

cuota diaria sino también las gratificaciones, percepciones, primas, comisiones, prestaciones en 

especie y cualquier otra cantidad o prestación que se le entregue por su trabajo. Así, si las vacaciones 

y la prima de antigüedad constituyen prestaciones que se otorgan con motivo de sus labores –ya 



sea con motivo del descanso o de los años de servicio prestados– y fueron materia de condena en 

el laudo, éstas se encuentran dentro de las que contempla la expresión "salarios devengados" en su 

concepción ampliada y, por ende, deben considerarse como créditos preferentes respecto a 

cualquier otro.  

SEGUNDA SALA 

Contradicción de tesis 328/2019. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en Materias 

Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del 

Décimo Sexto Circuito, el Quinto Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta 

Región, con residencia en La Paz, Baja California Sur, el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del 

Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia en Saltillo, Coahuila, el Tribunal Colegiado en 

Materia de Trabajo del Noveno Circuito, el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo 

Segundo Circuito, el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, 

con residencia en Xalapa, Veracruz y el Tercer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del 

Vigésimo Primer Circuito. 23 de octubre de 2019. Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, 

José Fernando Franco González Salas, Yasmín Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: 

Javier Laynez Potisek. Secretarios: Juvenal Carbajal Díaz y Eduardo Romero Tagle.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materias Civil y de Trabajo del Octavo Circuito, al 

resolver el amparo directo 619/2018, el sustentado por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia 

de Trabajo del Décimo Sexto Circuito, al resolver el amparo directo 721/2014, el Quinto Tribunal 

Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Quinta Región, con residencia en La Paz, Baja 

California Sur, al resolver el amparo directo 1294/2014 (cuaderno auxiliar 50/2015), el sustentado 

por el Primer Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Décima Región, con residencia 

en Saltillo, Coahuila, al resolver el amparo directo 999/2010 (cuaderno auxiliar 147/2011), y el 

diverso sustentado por el Tribunal Colegiado en Materia de Trabajo del Décimo Segundo Circuito, 

al resolver el amparo directo 1031/2016.  

Tesis de jurisprudencia 163/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 

sesión privada del seis de noviembre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de 2020, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 
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"PROTOCOLO PARA LA LEGITIMACIÓN DE CONTRATOS COLECTIVOS DE TRABAJO EXISTENTES". ES 

IMPROCEDENTE LA SUSPENSIÓN PROVISIONAL QUE SE SOLICITE EN EL JUICIO DE AMPARO 

INDIRECTO PROMOVIDO EN SU CONTRA. 

Conforme al artículo 128 de la Ley de Amparo, la suspensión se decretará en todas las materias, 

salvo las señaladas en el último párrafo de dicho precepto, siempre que concurran los requisitos 

siguientes: I. Que la solicite el quejoso; y, II. Que no se siga perjuicio al interés social ni se 

contravengan disposiciones de orden público. Es por ello que debe negarse cuando en el juicio de 

amparo indirecto se reclama la inconstitucionalidad del referido "Protocolo para la Legitimación de 

Contratos Colectivos de Trabajo Existentes", en razón de que de concederse se causaría perjuicio al 

interés social y se contravendrían disposiciones de orden público, pues mediante reforma 

constitucional publicada en el Diario Oficial de la Federación el 24 de febrero de 2017, el 

Constituyente Permanente adicionó la fracción XXII Bis del apartado A del artículo 123 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en la que se determinó que la ley ordinaria 

deberá establecer los procedimientos y requisitos para asegurar la libertad de la negociación 

colectiva y los legítimos intereses de trabajadores y patrones, debiendo, además, garantizarse en 

esos procedimientos, los principios de representatividad de las organizaciones sindicales, certeza en 

la firma, registro y depósito de los contratos colectivos de trabajo; además de que la reforma laboral 

tiene dentro de sus objetivos permitir que los trabajadores definan sus condiciones de trabajo con 

sus empleadores, a través de la legitimación de los contratos colectivos; esto es, que los reconozcan 

y los ratifiquen, para darles certidumbre y certeza, todo ello, en aras de lograr paz, seguridad y 

tranquilidad social; y, además, de concederse la suspensión solicitada, se permitiría que los 

sindicatos incumplan el mandamiento constitucional aludido, pues el protocolo reclamado regula, 

entre otras cuestiones, los procedimientos y requisitos para asegurar la legitimación de los 

contratos existentes, en los términos a que se refiere el artículo décimo primero transitorio de la 

Ley Federal del Trabajo, reformada mediante decreto publicado en el referido medio de difusión el 

1 de mayo de 2019.  

DÉCIMO SEXTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA DE TRABAJO DEL PRIMER CIRCUITO. 

Queja 486/2019. Sindicato Industrial de Trabajadores en Plantas Maquiladoras y Ensambladoras de 

Matamoros y su Municipio. 27 de septiembre de 2019. Unanimidad de votos. Ponente: Juan Carlos 

García Campos, secretario de tribunal autorizado por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de 

la Judicatura Federal para desempeñar las funciones de Magistrado, en términos del artículo 81, 

fracción XXII, de la Ley Orgánica del Poder Judicial de la Federación, en relación con el diverso 40, 

fracción V, del Acuerdo General del Pleno del Consejo de la Judicatura Federal, por el que se expide 



el similar que reglamenta la organización y funcionamiento del propio Consejo. Secretaria: Abigail 

Ocampo Álvarez. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación. 
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ACTO DE AUTORIDAD PARA EFECTOS DEL JUICIO DE AMPARO. TIENE ESE CARÁCTER LA 

RESOLUCIÓN EMITIDA POR LA COMISIÓN NACIONAL BANCARIA Y DE VALORES EN LA QUE 

COMUNICA A UN SOLICITANTE QUE NO APROBÓ LA EVALUACIÓN PARA OBTENER LA 

CERTIFICACIÓN EN MATERIA DE PREVENCIÓN DE OPERACIONES CON RECURSOS DE PROCEDENCIA 

ILÍCITA Y FINANCIAMIENTO AL TERRORISMO. 

Cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, en su carácter de ente público, determina si las 

evaluaciones practicadas son aprobatorias o no para que, en su caso, otorgue las certificaciones 

correspondientes a los particulares, actúa en un plano de supra a subordinación en cumplimiento a 

sus facultades establecidas en las disposiciones jurídicas en materia de prevención de operaciones 

con recursos de procedencia ilícita y financiamiento al terrorismo, pues impone su voluntad hacia 

los solicitantes al tener la facultad de determinar en forma definitiva si aprobaron o no la evaluación 

y, por ende, si les otorga o no la certificación en la materia mencionada, lo que realiza 

unilateralmente, pues crea o extingue por sí situaciones jurídicas que afectan la esfera del particular, 

sin la necesidad de acudir a los órganos judiciales ni al consenso de éste. De lo anterior se advierte 

que cuando la Comisión Nacional Bancaria y de Valores considera que algún participante no aprobó 

la evaluación y, en consecuencia, le niega la certificación correspondiente, se genera una restricción, 

en su calidad de aspirante, de la posibilidad de ejercer las funciones de auditor externo 

independiente, de oficial de cumplimiento o de algún otro profesional en la citada materia, ya que 

la autorización otorgada por la Comisión es requisito indispensable para realizarlas, por lo que tal 

restricción debe realizarse con base en requisitos y evaluaciones justificadas sujetas a revisión por 

un medio de control constitucional. Con base en lo expuesto, se concluye que la resolución en la 

que la Comisión Nacional Bancaria y de Valores comunica a un solicitante que no aprobó la 

evaluación para obtener la certificación en comento sí constituye un acto de autoridad impugnable 

a través del juicio de amparo, en tanto se cumplan los demás presupuestos procesales para su 

procedencia.  

 



 

SEGUNDA SALA 

Contradicción de tesis 330/2019. Entre las sustentadas por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito 

del Centro Auxiliar de la Primera Región, con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México 

y el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Tercer Circuito. 16 de octubre de 2019. 

Cuatro votos de los Ministros Alberto Pérez Dayán, José Fernando Franco González Salas, Yasmín 

Esquivel Mossa y Javier Laynez Potisek. Ponente: Javier Laynez Potisek. Secretaria: Michelle 

Lowenberg López.  

Criterios contendientes:  

El sustentado por el Octavo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Primera Región, 

con residencia en Naucalpan de Juárez, Estado de México, al resolver el amparo en revisión 

379/2017 (cuaderno auxiliar 190/2018), y el diverso sustentado por el Quinto Tribunal Colegiado en 

Materia Administrativa del Tercer Circuito, al resolver el amparo en revisión 3/2019.  

Tesis de jurisprudencia 160/2019 (10a.). Aprobada por la Segunda Sala de este Alto Tribunal, en 

sesión privada del cuatro de noviembre de dos mil diecinueve. 

Esta tesis se publicó el viernes 03 de enero de 2020 a las 10:04 horas en el Semanario Judicial de la 

Federación y, por ende, se considera de aplicación obligatoria a partir del lunes 06 de enero de 2020, 

para los efectos previstos en el punto séptimo del Acuerdo General Plenario 16/2019. 

 


